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TEMA:


HOMICIDIO AGRAVADO EN GRADO DE TENTATIVA Y FABRICACIÓN, TRÁFICO Y PORTE DE ARMAS DE FUEGO / DISPAROS EN LA ESPALDA / AGRAVANTE / PAGO O PROMESA REMUNERATORIA / CONDENA / CONFIRMA - Como se observa, en el caso en estudio obran dos testigos directos que presenciaron lo sucedido al momento del atentado, que fueron la víctima JRM y el Patrullero RVR, al tiempo que el urbano JSSL, hizo referencia a la persecución que culminó con la aprehensión del señor Caicedo Orrego, y al existir coincidencias entre los tres declarantes citados en situaciones puntuales como la hora y el lugar de los hechos, el número de detonaciones que escucharon y las prendas que vestía la persona que fue señalada como responsable del atentado, no cabe ninguna duda en el sentido de que CACO fue la persona que accionó el arma de fuego contra el señor RM.

A lo anterior habría que agregar que los uniformados que le dieron captura al procesado fueron contestes al afirmar que al registrarlo le encontraron en su poder un revólver que aún estaba “caliente”, lo que indicaba que había sido accionada hacía pocos momentos y que esta arma tenía tres cartuchos percutidos y tres sin percutir, relato que resulta conforme con lo manifestado anteriormente sobre los tres disparos que recibió la víctima y con el número de detonaciones que se escucharon.

Ahora bien sobre el punto del agravante mencionado en el escrito de acusación, consistente en la actuación del incriminado por precio o promesa remuneratoria (artículo 104-4 del C.P), la prueba practicada en el juicio oral conduce a las siguientes conclusiones:

Se comprobó un primer hecho indicante, consistente en que la víctima y HAS tenían negocios comunes de préstamo de dinero que el mismo S se encargaba de colocar. Esa situación fue referida por el señor RM en su declaración, por su compañera IG, por JAVR y además fue objeto de estipulación.

Un segundo hecho probado indica que el mismo afectado manifestó que le había entregado a su socio HAS, la suma de $53.000.000, para que este los prestara a terceros y que como S estaba alcanzado en el pago de unos intereses provenientes de los dineros que colocaba S, le pidió que le firmara un documento para respaldar esa suma.

Esa situación fue confirmada con el testimonio de la señora IG, compañera sentimental del señor R.

Igualmente quedó probado un tercer hecho indicante, como el subterfugio de que se valió el señor S para insistir en que la víctima saliera de su casa de habitación que no fue otro que la promesa de hacerle entrega del dinero producto de unos intereses y del documento reclamado por la víctima como garantía de la cuantiosa suma que le había entregado ($53.000.000), para lo cual lo citó a una hora inusual en el parque principal de La Virginia, donde lo esperó en compañía del procesado CACO y luego de informarle que no tenía ni el efectivo, ni el título en mención, fue que el acusado CACO le propinó los disparos en el momento en que el señor Roa daba la espalda para retirase del lugar, luego de reclamarle a S por haberlo hecho ir a ese sitio en vano.

En ese orden de ideas no se requiere ser muy suspicaz para considerar que el señor S urdió esa trama para hacer que la víctima fuera al sitio donde se produjo el atentado, y por ello puede inferirse que el propósito de dar muerte guardaba relación con la suma por la que le tenía que responder HAS, quien no protagonizó directamente el conatus de homicidio contra el señor R, sino que se valió de CACO, quien no tenía ninguna relación conocida con la víctima, ni le adeudaba dinero, por lo cual la única explicación posible para que hubiera realizado el hecho, fue que existió algún pago o promesa de remuneración por parte de HAS para que el acusado atentara contra la vida de la víctima, con lo cual se configura la causal de agravación punitiva deducida en el escrito de acusación prevista en el artículo 104-4 del C.P., como se dedujo acertadamente en el fallo de primera instancia . (…)
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1. ASUNTO A DECIDIR

Se procede a resolver lo concerniente al recurso de apelación interpuesto por el defensor del procesado César Augusto Caicedo Orrego, contra la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia - Risaralda, del 18 de abril de 2013 mediante la cual lo condenó a la pena de 240 meses de prisión por los delitos de homicidio agravado en grado de tentativa y fabricación, tráfico y porte de armas o municiones. 
2. ANTECEDENTES
2.1 El supuesto fáctico del escrito de acusación es el siguiente: 
“Los patrulleros RUTBER VEGA y JOHAN SÁNCHEZ el pasado 14 de mayo de 2012 hacia las 10 de la noche, se encontraban realizando una "estacionaria", es decir ubicación pasiva en un sitio determinado, en este caso en la panadería "Delicias de La Virginia" ubicada en la transversal T con calle 7a esquina, parque principal de este municipio; cuando escucharon varios disparos que provenían del arma de un hombre que lucía buzo oscuro con capota instante en que observan que éste sale de manera presurosa hacia una calle ubicada a un lado de la iglesia católica del sector, lugar que corresponde a la nomenclatura carrera 6a frente al número 5-70, donde fue interceptado por los policiales, quienes debieron neutralizarlo dado que pretendió huir del procedimiento; de tal suerte que al ser requisado se le halló en la prefina de su pantalón, parte delantera, un arma de fuego tipo revólver; hechos que motivaron la captura de CÉSAR AUGUSTO CAICEDO ORREGO, a quien se le dieron a conocer los derechos como autor de los delitos de homicidio en grado de tentativa y porte ilegal de arma de fuego de defensa personal.
A su turno, la víctima, identificada como JOSÉ ROA MARTÍNEZ, fue auxiliada por otra patrulla policial y trasladada a un centro asistencial a donde arribó gravemente herido debiendo ser trasladado a una de las clínicas de la ciudad de Pereira, ante la entidad de las lesiones de que fue víctima.”

2.2 Las audiencias preliminares se adelantaron el 14 de mayo de 2012 ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Conocimiento y con Función de Control de Garantías de La Virginia, acto en el cual la FGN le comunicó cargos al señor César Augusto Caicedo Orrego por los delitos de homicidio con la circunstancia de agravación contenida en el artículo 104 numeral 4º del CP en grado de tentativa, en concurso con fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones de conformidad con el artículo 365 del CP. De conformidad con el acta del escrito de acusación, el acusado inicialmente aceptó dicha imputación pero posteriormente declinó de dicha determinación. Le fue impuesta medida de aseguramiento privativa de la libertad en establecimiento de reclusión. (Folios 5 a 7).

2.3 El Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virgnia asumió el conocimiento de la presente causa. La audiencia de formulación de acusación se realizó el 1º de octubre de 2012 (folio 14 a 16). La audiencia preparatoria se llevó a cabo el 28 de noviembre de 2012 (folio 23 a 25). El juicio oral se desarrolló en sesiones del 14 de enero de 2013 (folio 27); y 11 y 12 de marzo de 2013 (folios 76 a 84). La sentencia fue proferida el 18 de abril de 2013 (folio 87 al 102). 
2.4 La defensa del señor César Augusto Caicedo Orrego apeló el fallo de primer nivel.
3. IDENTIDAD DEL ACUSADO

Se trata de César Augusto Caicedo Orrego identificado con cédula de ciudadanía Nro. 18.609.951 de La Virgnia, nacido el 3 de abril de 1981, es hijo de José Bertulfo y Luz Amparo, de profesión ayudante de construcción.
4. SOBRE LA DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

4.1 Los fundamentos del fallo de primera instancia se pueden sintetizar así:

· A través de las estipulaciones realizadas por las partes quedó acreditado que el 14 de mayo del 2012, en el parque principal de La Virginia, se atentó en contra de la vida del señor José Roa Martínez, lo cual quedó demostrado con la historia clínica de la víctima expedida por el Hospital San Pedro y San Pablo de ese municipio, en la cual se hizo referencia a la atención la médica recibida por el señor Roa respecto a las heridas con arma de fuego que sufrió. En igual sentido obra la epicrisis del Hospital San Jorge de Pereira en la que se indica que el afectado ingresó a ese centro asistencial con: “trauma toracoabdominal severo secundario a múltiples heridas por proyectil de arma de fuego quien se encuentra en reanimación agresiva persistente con alto riesgo de muerte por signos de choque hemorrágico en tratamiento asociado”. Igualmente se cuenta con el informe técnico del médico legista de lesiones no fatales definitivo, en el que se concluyó que el mecanismo causal de las heridas había sido por proyectil por arma de fuego, otorgándole al señor Roa Martínez una incapacidad provisional de 45 días y 15 días, con secuelas definitivas de deformidad física que afecta el cuerpo de carácter permanente dada por las cicatrices.

· Se hizo referencia a los presupuestos de la figura de la tentativa, definida en el artículo 27 del CP. 
· Atendiendo los dichos de la víctima, se puede establecer que el fin del acusado no era otro que el de segar la vida del señor José Roa Martínez, en atención al tipo de arma utilizado durante el atentado en el que se le realizaron tres disparos, dos de los cuales lo impactaron en la parte posterior del tórax y uno en el abdomen de la víctima, sitio donde se alojan los principales órganos del cuerpo humano. Sumado a ello el ataque ocurrió a muy corta distancia lo que le permitió al afectado identificar a su agresor, sin que hubiera contacto anterior entre ambos, ya que ni siquiera eran conocidos y no tenían ningún grado de amistad ni enemistad. 
· En el presente asunto concurren los elementos estructurales de la figura de la tentativa, ya que la persona que accionó el arma tenía el propósito de ocasionarle la muerte a la víctima, lo cual no ocurrió por factores ajenos a la voluntad del acusado, ya que debido a la atención médica que recibió el afectado sobrevivió al atentado. 
· Existía prueba que demostraba que Cesar Augusto Caicedo Orrego fue la persona que atentó contra el señor Roa Martínez, lo que se sustenta en los dichos del mismo afectado, quien aseveró en el juicio oral que el día de los sucesos, en horas de la tarde, recibió una llamada del señor Hugo Alejandro Saldarriaga Vélez con quien tenía relaciones comerciales, a quien le había entregado un dinero para que este lo prestara a intereses, el cual lo citó para que se vieran en el parque principal de La Virginia con el fin de liquidarle algunos intereses de ese dinero y entregarle un documento que soportaba dicha deuda que ascendía a $ 53.000.000. El señor José Roa cumplió la cita y al llegar al lugar acordado notó que Hugo Alejandro Saldarriaga estaba conversando con una persona que vestía un buzo oscuro, pero al acercarse a ambos sujetos, quien vestía esa prenda se hizo a un lado, quedando a espalda de su amigo. Luego de reclamarle a su socio Saldarriaga el dinero y el documento referido, éste le indicó que no los tenía, motivo por el cual le reclamó por haberlo hecho ir hasta ese lugar, ya que no contaba con el efectivo ni con el documento que se había comprometido a entregar. En ese momento la víctima escuchó tres disparos y al darse vuelta vio que le había disparado el mismo sujeto que estaba hablando con su socio Hugo Alejandro Saldarriaga. Al mirar se percató de que el sujeto que usaba el buzo portaba un arma de fuego en la mano, luego de lo cual se derrumbó y perdió el conocimiento. Esa misma persona advirtió que ese día había buenas condiciones de visibilidad, y que pudo observar que su agresor portaba ese buzo con capota color oscuro; dijo que no lo conocía con antelación y que lo volvió a ver cuándo durante la audiencia pública donde lo reconoció. 
· La juez de conocimiento le dio total credibilidad a la declaración del señor José Roa Martínez, la cual consideró verídica y acorde con las demás circunstancias del hecho, aunada al hecho de que no se evidenciaba algún interés por parte de la víctima en perjudicar al procesado. Consideró que su testimonio fue espontáneo, claro y preciso en su declaración, y pese a que habían transcurrido algunos meses desde el hecho violento, se debe tener en cuenta que se trataba de la misma víctima del atentado, situación que influía en su percepción y su memoria del suceso, ya que se trataba de hechos que no eran fáciles de olvidar y lo más probable es que se quedaran para siempre en su mente tal como lo establecen los principios técnico científicos acerca de la percepción y la memoria. Además la versión de la víctima fue confirmada por los miembros de la Policía Nacional que efectuaron la captura del acusado momentos después de los hechos.
· En cuanto a la declaración del agente Rutber Vega Ramírez, la A quo refirió que se le debía otorgar total credibilidad ya que la misma coincidía con los dichos de la víctima en el sentido de que la persona que había disparado portaba un buzo de capota, sumado al hecho de que ese testigo se percató de lo que sucedió sin que él y su compañero hubieran perdido de vista al agresor a quien capturaron casi que de manera inmediata a la ocurrencia del atentado, fuera de que en dicho procedimiento le hallaron al procesado un revólver “Llama Scorpio”, que aún estaba caliente y que tenía en su interior tres vainillas percutidas tres sin percutir, que corresponden a los disparos que dijo haber escuchado el testigo.
· El testimonio del patrullero Jhon Stiven Sánchez Ladino es verídico y coincidente con lo expuesto por los demás testigos, fuera de que su relato fue espontáneo, claro y preciso, sin que se vislumbrara ninguna intención de faltar a la verdad, máxime cuando refirió que él no vio al agresor en el momento en que este le disparó a la víctima, situación de la cual si se percató su compañero Vega Ramírez, quien le indicó que la persona que accionó el arma vestía un buzo. 

· Se debe tener en cuenta que los agentes sabían que no podían perder de vista al agresor, y por ello es lógico pensar que no se fijaran en las demás personas que estaban en el parque. Además de conformidad con las máximas de la experiencia siempre que se escucha un ruido, de manera instintiva la mirada se dirige al sitio de dónde este proviene, tal y como lo hizo uno de los agentes de policía cuando escuchó la primera detonación, observando que el procesado disparaba nuevamente contra la víctima, quien se percató de los tres disparos que el acusado realizó, situación que observó ya que estaba cerca al lugar de los sucesos  y por eso pudo advertir lo que aconteció en ese instante.
· La captura del procesado se produjo casi de manera inmediata a la ocurrencia de los sucesos, y de conformidad con lo narrado por los policías que rindieron declaración. Además el arma de fuego que se le incautó todavía estaba caliente, y en su interior se encontraron 3 vainillas percutidas, que coinciden con el número de disparos que escucharon los testigos. 
· En consecuencia no se desvirtuaron las  pruebas allegadas por la FGN,   a través de las cuales se acreditó la responsabilidad del señor César Augusto Caicedo Orrego frente a los hechos materia investigación. 

· Hizo referencia al posible móvil del hecho, que giraba en torno a un dinero que le había entregado a Hugo Alejandro Saldarriaga, en cuantía de $53.000.000, quien el día de los hechos fue insistente para que el señor Roa Martínez acudiera a una cita al parque central de La Virginia a las 22.00 horas, con el pretexto de entregarle a la víctima parte de las ganancias obtenidas con el dinero prestado y entregarle un documento que respaldaba la deuda que el señor Saldarriaga había adquirido con éste, hecho que fue confirmado con la declaración que entregó la esposa del afectado. Además el señor Roa fue quien dio a conocer que al llegar al punto de encuentro advirtió que Hugo Saldarriaga estaba conversando con su agresor, quien al notar su presencia se apartó un poco y luego procedió a dispararle. 
· Se desconocen los motivos por los cuales el señor Caicedo Orrego atentó en contra de la vida de la víctima ya que entre ellos no había vínculo alguno. Sin embargo, atendiendo las circunstancias en las que acontecieron los hechos, se infiere que el acusado actuó motivado por una promesa remuneratoria de la persona que citó a la víctima a ese lugar, máxime cuando al llegar al sitio de los hechos, el mismo señor Roa observó a Hugo Alejandro Saldarriaga hablando con un sujeto que inicialmente se apartó mientras él conversaba con Saldarriaga sobre el dinero y el documento que había prometido entregarle, luego de lo cual sintió unos disparos por la espalda y al voltear su mirada observó que la persona que le había disparado era la misma que momentos antes había visto en compañía de su socio, quien tenía motivos para atentar contra su vida, en razón del dinero que le adeudaba.

· El procesado fue el autor del hecho y lo cometió en estado de pleno conocimiento y autodeterminación, utilizando un arma de fuego para atentar contra la humanidad de su víctima, tal como se desprende de los EMP allegados y las estipulaciones probatorias realizadas por las partes.
· En consecuencia el A quo estimó que estaban reunidos los requisitos del artículo 381 del CPP, para dictar una sentencia condenatoria contra el procesado por los delitos por los cuales fue acusado. 

4.2 En el proceso de dosificación punitiva, la juez de conocimiento consideró que era viable partir del cuarto mínimo de la pena. Para el efecto consideró que era justo fijar la misma en 220 meses de prisión, en atención a la gravedad de la conducta y el daño real y potencial creado a la salud de la víctima, ya que el señor Roa quedó con graves secuelas. La sanción fue aumentada en 20 meses por el concurso heterogéneo con el punible de fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones, quedando la pena de prisión y la accesoria en 240 meses. 

En cuanto al sustituto penal la funcionaria de primer grado indicó que no se cumplía con el factor objetivo contenido en el artículo 63 del Código Penal y por lo tanto no era necesario hacer referencia frente al aspecto subjetivo, con el fin de denegar dicho beneficio. 

5. SOBRE EL RECURSO PROPUESTO 
5.1 Defensor del procesado (Recurrente)
Su intervención se puede sintetizar así: 

· En la sentencia de primer grado se le otorgó plena credibilidad al testimonio de la víctima y de los agentes que realizaron la captura del señor Caicedo Urrego, sin que se hubieran analizado esas declaraciones con base en las reglas de la lógica y la experiencia. 
· De conformidad con las pruebas practicadas el señor José Roa Martínez sufrió una lesión en la frente ocasionada al momento de caer luego de haber recibido unos impactos de bala, presentando un desmayo. El mismo ciudadano dijo haber reconocido a su agresor en la audiencia de juicio oral. 
· La lesión que presentó el señor Roa en su frente indica que cayó al suelo hacia adelante pues de otra forma esa lesión no existiría, y por eso no podía girar la vista y mirar a su agresor. 
· El reconocimiento que realizó el ofendido respecto al procesado fue circunstancial debido a que el señor César Augusto Caicedo se encontraba “en el banco de los acusados” y porque tenía conocimiento de que éste había sido capturado, fuera de que el señor Caicedo Orrego se identificó durante ese acto público. 

· Según la lógica y la experiencia, la víctima no vio realmente quién lo atacó y pensó que había sido el procesado porque lo observó en la sala de audiencias, donde fue identificado como tal.

· El testimonio del señor Roa Martínez no merece credibilidad, pese a que se hizo coincidir con lo manifestado por el policía que realizó la aprehensión del encartado, ya que estaba obnubilado por el ataque que sufrió. 

· El agente que hizo la captura de procesado adujo que se encontraba a 20 metros de distancia, por lo que pudo escuchar las detonaciones; que en ese momento se encontraba mirando hacía el parque, es decir, hacia el lugar de los hechos, y que por esa razón alcanzó a ver a la persona que disparaba; que con su compañero de vigilancia, acudió a capturar a esta persona, que lo alcanzó, lo requisó y le encontró un revolver que, según ellos estaba caliente; que en la persecución solo lo perdió de vista por cinco segundos y que en ese lugar no había más personas.

· A su modo de ver resulto ser muy coincidente el hecho de que uno de los testigos adscrito a la Policía Nacional, estuviera mirando hacia el parque al momento de la ocurrencia de los sucesos y que ese mismo declarante no se hubiera percatado de la presencia de otros transeúntes, aunado a que ese testigo aseguró que había perdido de vista al procesado durante 5 segundos, y que al momento de su captura le encontraron un revólver “caliente”. Lo anterior, teniendo en cuenta que esa persona se encontraba a 20 metros de distancia del sitio donde se desarrollaron los hechos, y como era de noche se podía dificultar su visibilidad, sumado a que había otras personas en ese sector, pese a que éste afirmó que no había otros transeúntes. Además se  debe tener en cuenta que no es normal que una persona ataque a otra en presencia de la Policía. 
· Tampoco es de recibo  en consideración a las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se desarrollaron los hechos y la distancia a la que se encontraban los uniformados, que estos hubieran incluso puesto en marcha una motocicleta sin que hubieran perdido de vista al acusado. 
· Los testimonios de los policías estaban encaminados a obtener un “positivo”, por lo cual encuadraron la situación en los términos en que la juez de conocimiento los aceptó, pese a que sus declaraciones contradicen la realidad, la lógica y la experiencia.
· En lo relativo a la causal de agravación deducida en el fallo, no existe ninguna prueba que permita inferir que efectivamente el acusado actuó motivado por promesa remuneratoria. Esa afirmación es una simple suposición o conjetura que se basa en que aparentemente la persona que hablaba con la víctima estaba acompañada de otra que se alejó un poco, y que entre aquellas existían tratos comerciales, de lo que se puede deducir que al autor de los disparos le habían pagado para hacerlo. Sin embargo, no existen pruebas que sustenten esos graves señalamientos. 

· En el presente caso se incautaron dos armas de fuego, y del oficio expedido por el Ejército se infiere que el señor Caicedo Orrego contaba con un salvoconducto, mientras que el de víctima estaba vencido, por lo cual no obra una prueba que indique cuál de esas dos armas era la del encartado. 
· Se debió ahondar en el análisis probatorio, ya que debe operar el principio de presunción de inocencia a favor del acusado y en caso de existir una duda razonable, la misma debe ser absuelta a favor del procesado. 

En consecuencia solicitó que se revocara el fallo de primer nivel. 
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1 Competencia

Esta Colegiatura tiene competencia para conocer del recurso propuesto, en atención a lo dispuesto en los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906 de 2004.

6.2 Problema jurídico a resolver
6.2.1 De conformidad con los términos del recurso propuesto, la Sala debe pronunciarse sobre el grado de acierto de la decisión de primera instancia, en la cual se consideró que estaban demostrados los presupuestos del artículo 381 del C. de P.P. para dictar sentencia condenatoria en contra del procesado César Augusto Caicedo Orrego, como responsable de un concurso de delitos de homicidio agravado en grado de tentativa y porte ilegal de armas de defensa personal.

6.2.2 En virtud del principio de limitación de la segunda instancia, la Sala se adentrará en el estudio del tema específico que tiene que ver con el recurso propuesto por la defensa, que se centra específicamente en la existencia de errores en la apreciación de la prueba por parte de la juez de primera instancia, con injerencia directa en la definición de responsabilidad del procesado con base en lo cual solicita que se revoque el fallo de primera instancia.

6.3 SOBRE LA PRUEBA DE LA EXISTENCIA DE LA CONDUCTA INVESTIGADA:

6.3.1 No existen dudas frente al hecho de que el 14 de mayo de 2012, a las 10:00 p.m., en el parque principal del municipio de La Virginia, el señor José Roa Martínez fue víctima de un atentado en contra de su humanidad cuando fue impactado por  disparos realizados por arma de fuego, lesiones que le generaron un incapacidad definitiva de 45 días y como secuela una deformidad física que afecta el cuerpo de carácter permanente. Este hecho no fue controvertido por la defensa y se encuentra soportada en las siguientes estipulaciones probatorias: i) las historias clínicas expedidas por la ESE Hospital San Pedro de La Virginia y Clínica Saludcoop de Pereira
; y ii) los informes técnico legal de lesiones no fatales proferidos por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses
.
Al respecto se advierte que en la historia clínica del primer centro de salud nombrado, se consignó lo siguiente: “Análisis: Paciente con trauma toracoabdominal severo a secundario a múltiples heridas por proyectil de arma de fuego, quien se encuentra en reanimación progresiva persiste con alto riesgo de muerte por signos clínicos de choque hemorrágico en tratamiento asociado” 

6.3.2 Igualmente las partes estipularon lo siguiente: 
i) Lo concerniente a la identidad plena del señor César Augusto Caicedo Orrego, cedulado con el Nro. 18.609.951 de La Virginia. Como soporte se anexó la copia de la tarjeta de preparación de la Registraduría Nacional del Estado Civil
 ;
ii) La certificación expedida por el batallón “San Mateo”, donde se menciona que el señor Caicedo Orrego es titular del revólver marca “Llama”, calibre 38L No. IM 3065 W, pero que no se encuentra registrado en el Sistema Nacional de Control y Comercio de Armas y Municiones y Explosivos. En el mismo documento se dice que el ciudadano Luis Fernando Hoyos Giraldo con C.C. 71601826 aparece como titular del arma revólver 38 L MARCA LLAMA ESCORPION No. IM 6696S
;

iii) Que el arma de fuego tipo revólver marca Llama, modelo Scorpio, calibre 38 Largo, con identificación Nro. IM6696S (identificada como arma número dos), que fue hallada en poder del señor Caicedo Orrego al momento de su aprehensión, era apta para realizar disparos. Esa misma arma alojaba en su interior tres vainillas con signos de percusión en sus fulminantes y tres proyectiles del mismo calibre, aptos para su uso, según consta en el informe de investigador de laboratorio del 15 de mayo de 2012.

iv) Que el revólver antes identificado fue incautado al procesado según el acta de la Estación de Policía de La Virginia que se anexó, donde se plasmó que el día 14, (sin especificar el mes), del año 2012, a las 22:10, en la carrera 6 frente a la nomenclatura 5-70, había sido requisada el arma antes identificada a César Augusto Caicedo Orrego, identificado con cédula de ciudadanía Nro. 18.609.951 expedida en La Virginia, arma que contenía 6 cartuchos y 3 vainillas. Igualmente se consignó que esa persona no contaba con salvoconducto para portar dicha arma y que el motivo de la incautación era un “intento de homicidio” y “porte ilegal de arma” Ese documento contiene la firma, el número de cédula y la huella digital del encartado
; y iv) que la víctima hacía préstamos de dinero con el  señor Hugo Alejandro Saldarriaga.
 
6.4 SOBRE LA PRUEBA DE LA RESPONSABILIDAD DEL PROCESADO POR EL DELITO DE HOMICIDIO AGRAVADO EN GRADO DE TENTATIVA.
6.4.1 En lo que respecta a la presunta responsabilidad del acusado por esta conducta punible, durante el desarrollo del juicio oral se allegaron pruebas directas que lo incriminan y que proviene de los siguientes testigos de los hechos:

6.4.2 El señor José Roa Martínez, víctima de los hechos investigados, suministró la siguiente información relevante, que se desprende de su declaración en el juicio oral: i) para la época del atentado trabajaba con Hugo Alejandro Saldarriaga Vélez en oficios de préstamos de dinero, que el señor Saldarriaga colocaba a cambio del pago de intereses; ii) como esta persona no pagó oportunamente un dinero producto de esos réditos, la víctima le pidió que le firmara un documento mediante el cual respaldara la suma de $53.000.000 que le había entregado; iii) el 14 de mayo de 2012, Hugo Alejandro Saldarriaga lo llamó para manifestarle que ya tenía el documento firmado, y que le iba a entregar $1.000.000 correspondientes a unos intereses; iv ) el mismo día a eso de las 22.00 horas el mismo Saldarriaga reiteró la llamada y lo citó en el parque principal de La Virginia, pero como ya era muy tarde le dijo que fuera hasta su casa como era costumbre, o que se vieran al día siguiente, pero Saldarrriaga insistió en que se encontraran en ese sitio, aduciendo que al día por llegar iba a estar muy ocupado; v) al arribar a una distancia de aproximadamente quince metros del parque vio que Hugo Alejandro estaba hablando con otra persona que portaba un buzo y “capota” oscura; vi) cuando arribó al lugar ese individuo se ubicó detrás de su socio; vii) Saldarriaga le manifestó que no había podido traerle el dinero ni el documento y que se los entregaría al día siguiente, por lo cual la víctima lo recriminó por haberlo hecho salir de su casa; viii) luego de despedirse escuchó tres disparos y sintió un “quemonazo” en la espalda; ix) al mirar hacia atrás vio que el sujeto de que usaba el buzo con capota se dirigió hacia la iglesia, portando un arma de fuego, mientras que Hugo Alejandro Saldarriaga corría en la dirección contraria; x) la persona que le disparó era la misma que estaba acompañando a su socio; xi) a esa hora había buena visibilidad, por la iluminación del parque; xiii) pudo ver el rostro de la persona que atentó en su contra y luego lo vio en audiencias en dos oportunidades; y xiii) no sabe con qué tipo de arma le dispararon.
Con el testigo fueron introducidas unas letras de cambio
, que respaldaban unas deudas adquiridas por Hugo Alejandro Saldarriaga Vélez, Mileidy Aguirre Molina y Jhon Alberto Vásquez Restrepo con el señor Roa  en cuantía de $ 3.000.000 y $ 5.000.000.  Sobre esos títulos valores, la víctima dijo que el señor Saldarriaga se había hecho cargo de su pago pero que no habían sido cancelados. 
Finalmente informó que estuvo hospitalizado durante mes y medio, y que a causa del atentado que sufrió quedó con dificultades en la columna y un pie para caminar.

6.5 La prueba directa de incriminación contra el procesado Caicedo Orrego, fue complementada con los testimonios de los patrulleros Johan Stiver Sánchez Ladino y Rusbert Vega Ramírez. 

6.5.1 El patrullero Sánchez Ladino expuso lo siguiente, en lo esencial : i) a las 22 horas del 14 de mayo de 2012 se encontraba con su compañero Rusbert Vega, en la calle 7ª con transversal 7ª de La Virginia, en la séptima, en la panadería conocida como “Delicias de La Virginia”, en el sector Centro, parque principal, preparándose para tomar el primer turno; ii) en ese momento escucharon tres detonaciones; iii) el patrullero Rusbert Vega observó que a una distancia aproximada de veinte metros, a un sujeto que le disparaba a otra persona; iv) le señaló a esa persona quien usaba un  buzo con “capota” y salió corriendo hacia la iglesia principal de esa localidad; v)  iniciaron la persecución e interceptaron al sospechoso al girar en la esquina donde está ubicada la iglesia principal, es decir en la calle sexta; vii) y en ese lugar se le intimó para una requisa pero ese individuo hizo caso omiso al requerimiento y huyó; viii) su compañero Vega Ramírez se adelantó en la moto, mientras él iba detrás del sospechoso a quien se neutralizó en cuestión de segundo; ix) se procedió al registro de esa persona encontrando en la pretina de su pantalón un revolver que tenía tres cartuchos percutidos y tres vainillas por lo cual fue aprehendido; y x) el mismo agente reconoció el informe sobre captura en flagrancia del procesado que se le exhibió, de fecha 14 de mayo de 2012, al cual se le dio lectura.

6.5.2 Por su parte el Patrullero Rusbert Vega Ramírez refirió en síntesis lo siguiente: i) el día 14 de mayo de 2012 realizó un procedimiento de captura en flagrancia por los delitos de porte ilegal de armas y tentativa de homicidio; ii) ese hecho ocurrió cuando se disponía a realizar el primer turno de vigilancia y salió con su compañero Johan Stiver Sánchez en una motocicleta hacía la panadería “Delicias de La Virginia” ubicada en la carrera 7ª con transversal 7ª de esa localidad, situada frente al parque principal; iii) cuando se hallaba en ese negocio escuchó tres detonaciones similares a un arma de fuego, observó que en ese sitio a una distancia aproximada de veinte metros, que un hombre que vestía un buzo de “capota” accionaba un arma de fuego contra la humanidad de otra persona, y luego de disparar se dirigió hacia la calle contigua a la iglesia hacia donde se encaminaron y observan al ciudadano que usaba esa prenda, quien al percatarse de su presencia emprendió la huida; iv) solamente perdió de vista a esa persona por unos cinco segundos, pero se trataba del mismo individuo que persiguió y que iba vestido de ese modo; v) con la ayuda del Patrullero Vega lograron encerrar a ese sujeto a quien le encontraron en su pretina un revólver que aún estaba caliente y tenía tres cartuchos percutidos y tres sin percutir, que a su modo de ver correspondían a los tres disparos que habían escuchado en el parque principal, por lo cual lo privaron de su libertad.

6.6 Como se observa, en el caso en estudio obran dos testigos directos que presenciaron lo sucedido al momento del atentado, que fueron la víctima José Roa Martínez y el Patrullero Rusbert Vega Ramírez, al tiempo que el urbano Johan Stiver Sánchez Ladino, hizo referencia a la persecución que culminó con la aprehensión del señor Caicedo Orrego, y al existir coincidencias entre los tres declarantes citados en situaciones puntuales como la hora y el lugar de los hechos, el número de detonaciones que escucharon y las prendas que vestía la persona que fue señalada como responsable del atentado, no cabe ninguna duda en el sentido de que César Augusto Caicedo Orrego fue la persona que accionó el arma de fuego contra el señor Roa Martínez.

A lo anterior habría que agregar que los uniformados que le dieron captura al procesado fueron contestes al afirmar que al registrarlo le encontraron en su poder un revólver que aún estaba “caliente”, lo que indicaba que había sido accionada hacía pocos momentos y que esta arma tenía tres cartuchos percutidos y tres sin percutir, relato que resulta conforme con lo manifestado anteriormente sobre los tres disparos que recibió la víctima y con el número de detonaciones que se escucharon.
6.7 Ahora bien sobre el punto del agravante mencionado en el escrito de acusación, consistente en la actuación del incriminado por precio o promesa remuneratoria (artículo 104-4 del C.P), la prueba practicada en el juicio oral conduce a las siguientes conclusiones:

6.7.1 Se comprobó un primer hecho indicante, consistente en que la víctima y Hugo Alejandro Saldarriaga tenían negocios comunes de préstamo de dinero que el mismo Saldarriaga se encargaba de colocar. Esa situación fue referida por el señor Roa Martínez en su declaración, por su compañera Isabel Grajales, por Julián Alberto Vásquez Restrepo y además fue objeto de estipulación.

6.7.2 Un segundo hecho probado indica que el mismo afectado manifestó que le había entregado a su socio Hugo Alejandro Saldarriaga, la suma de $53.000.000, para que este los prestara a terceros y que como Saldarriaga estaba alcanzado en el pago de unos intereses provenientes de los dineros que colocaba Saldarriaga, le pidió que le firmara un documento para respaldar esa suma.

Esa situación fue confirmada con el testimonio de la señora Isabel Grajales, compañera sentimental del señor Roa.

6.7.3 Igualmente quedó probado un tercer hecho indicante, como el subterfugio de que se valió el señor Saldarriaga para insistir en que la víctima saliera de su casa de habitación que no fue otro que la promesa de hacerle entrega del dinero producto de unos intereses y del documento reclamado por la víctima como garantía de la cuantiosa suma que le había entregado ($53.000.000), para lo cual lo citó a una hora inusual en el parque principal de La Virginia, donde lo esperó en compañía del procesado Caicedo Orrego y luego de informarle que no tenía ni el efectivo, ni el título en mención, fue que el acusado Caicedo Orrego le propinó los disparos en el momento en que el señor Roa daba la espalda para retirase del lugar, luego de reclamarle a Saldarriaga por haberlo hecho ir a ese sitio en vano.

6.7.4 En ese orden de ideas no se requiere ser muy suspicaz para considerar que el señor Saldarriaga urdió esa trama para hacer que la víctima fuera al sitio donde se produjo el atentado, y por ello puede inferirse que el propósito de dar muerte guardaba relación con la suma por la que le tenía que responder Hugo Alejandro Saldarriaga, quien no protagonizó directamente el conatus de homicidio contra el señor Roa, sino que se valió de Cesar Augusto Caicedo Orrego, quien no tenía ninguna relación conocida con la víctima, ni le adeudaba dinero, por lo cual la única explicación posible para que hubiera realizado el hecho, fue que existió algún pago o promesa de remuneración por parte de Hugo Alejandro Saldarriaga para que el acusado atentara contra la vida de la víctima, con lo cual se configura la causal de agravación punitiva deducida en el escrito de acusación prevista en el artículo 104-4 del C.P., como se dedujo acertadamente en el fallo de primera instancia .

6.8 Debe agregarse que sobre esas situaciones relacionadas con la existencia del homicidio en grado de tentativa, la causal de agravación referida y la responsabilidad del procesado, se encuentran comprobadas además con prueba complementaria, como el informe que se introdujo al juicio con el investigador Felipe Andrés Arango Cardona, que en este caso debe ser considerado como prueba de corroboración periférica, frente a la que esta Colegiatura hizo referencia en una providencia dictada el 6 de agosto de 2013, dentro del proceso adelantado contra Carlos Gabriel González Escudero por el delito de “actos sexuales con menor de 14 años”, M.P. Dr. Jorge Arturo Castaño Duque, donde se manifestó lo siguiente:

“(…) 

En criterio de la sala mayoritaria en el plenario sí se cuenta con otros medios de persuasión que valorados en conjunto con la prueba de referencia incorporada, son suficientes para estructurar y  fundamentar una sentencia adversa a los intereses del acusado, toda vez que demuestran más allá de toda duda la ocurrencia del delito y la responsabilidad de éste en el mismo. 

Para sustentar tal aserto, es necesario acoger lo establecido en los precedentes del órgano de cierre en materia penal con respecto a lo que se ha dado en llamar “prueba de corroboración periférica”, y, muy particularmente, el giro interpretativo que ha tenido la jurisprudencia nacional en torno al valor de las pruebas periciales en las conductas sexuales cometidas contra menores de edad. 

En torno a lo primero –prueba de corroboración periférica- la Alta Corporación expresó en reciente pronunciamiento: 

“[…] Es decir,  que cuando se trata de la prueba de referencia, la actividad probatoria compete estar centrada, en orden a realizar una corroboración periférica, en torno al contenido de aquella y que comprometa la responsabilidad del acusado.

En la labor verificadora y con sustento en el principio de libertad probatoria que regla el artículo 373 de la Ley 906 de 2004, según el cual, los hechos y circunstancias de interés “para la solución correcta del caso, se podrán probar por cualquiera de los medios establecidos en este Código o por cualquier otro medio técnico o científico que no viole los derechos humanos”, entre ellos, los indicios, el operador puede basar el juicio de responsabilidad del acusado, siempre y cuando se arribe al grado de conocimiento más allá de toda duda.

[…]

Aclarado lo anterior, se advierte que el juzgador basó su fallo de condena no solo en prueba de referencia (la entrevista que rindió el señor Manuel Antonio Buitrago), sino que la misma fue confirmada con otro medios de convicción (corroboración periférica), como lo fueron los indicios construidos a partir del dicho de los policiales que participaron en la captura de los procesados, en razón de las voces de auxilio de la ciudadanía que se hallaba en el lugar en donde fue ultimada la víctima (testigo de referencia) y de lo que ellos percibieron directamente (testigos directos), en torno a que los procesados mientras corrían se iban cambiando la ropa.[…] 

De conformidad con ese precedente, es claro que la premisa planteada por la defensora en cuanto a que el contenido de la prueba de referencia debe confirmarse con una prueba directa, no es cierto, ya que por el contrario éste puede corroborarse “por cualquier medio” en virtud del principio de libertad probatoria que rige en nuestro sistema, incluso, mediante indicios...”
6.9 En ese sentido debe decirse que de acuerdo al informe al cual se refirió el citado investigador, que fue admitido como prueba para el juicio
: i) al entrevistar a la señora Isabel Grajales, compañera de la víctima, esta confirmó que el día de los hechos, cuando el señor Roa Martínez estaba en su casa, a eso de las 22.00 horas recibió la llamada del señor Hugo Alejandro Saldarriaga Vélez quien le adeudaba un dinero, quien fue muy insistente en solicitarle que fuera al parque principal de La Virginia para entregarle un efectivo y un documento que respaldaba el dinero que le había entregado ($ 53.000.000) , pese a que el señor Roa Martínez le había dicho que lo dejaran para el día siguiente, situación que finalmente hizo que la víctima se dirigiera al parque principal de esa localidad; y ii) la situación relativa a esa llamada fue confirmada en la conferencia que le recibió a Nelson de J. Amariles Castrillón, quien estaba en la casa de don José Roa Martínez , cuando Saldarriaga hizo esa llamada, quien dijo que le pareció extraño porque Hugo Alejandro Saldarriaga siempre iba a llevarle a la víctima el producto de los prestamos “gota a gota” que hacían.

6.10 En ese orden de ideas, la Sala concluye se le debe otorgar credibilidad al testimonio de la víctima, ya que el señor Roa expuso que antes de perder el conocimiento alcanzó a ver a la persona que le propinó los disparos, que era el mismo individuo que acompañaba a Hugo de J. Saldarriaga, cuando se encontraron en el sitio donde se produjo el atentado, que precisamente fue el sujeto capturado posteriormente, el cual identificado como Cesar Augusto Caicedo Orrego, como lo confirmó el Patrullero Rusbert Vega Ramírez, quien presenció el momento en que el individuo que vestía el buzo de capota accionaba el arma contra la víctima, por lo cual inició su persecución en compañía del agente Sánchez Ladino, hasta que lograron detener al señor Caicedo, encontrando en su poder el arma con que fue agredido el señor Roa, la cual aún estaba caliente y tenía las vainillas de tres proyectiles percutidos, que corresponden precisamente al número de detonaciones que escucharon los citados miembros de la fuerza pública, quienes fueron contestes en sus testimonios que reflejan precisamente lo sucedido en el operativo en que intervinieron, por lo cual resulta digno de crédito el señalamiento que hicieron el señor Roa Martínez y esos uniformados en contra del acusado, lo que demuestra claramente que el procesado fue el autor del hechos acontecidos el 14 de mayo de 2012 en el parque principal del municipio de La Virginia, fuera de que estos declarantes no conocían al agresor, por lo cual no puede deducirse ningún estado de animadversión en contra el señor Caicedo Orrego, que los hubiera motivado a declarar en su contra.

En consecuencia no se considera consistente la manifestación del recurrente, en el sentido de que el señor por Roa por haber caído de frente luego de recibir los disparos, no estaba en capacidad de reconocer al autor del hecho, ya que la versión de la víctima en el sentido de que inicialmente sintió un “quemonazo”, pero que alcanzó a girar y a ver al sujeto que vestía de la forma antes descrita, resulta avalada por la descripción que hizo el Patrullero Vega Ramirez, sobre la vestimenta que usaba la persona a la que observó cuando le disparaba a la víctima, que al ser retenida con el arma de fuego en su poder fue identificada precisamente como César Augusto Caicedo Orrego.

6.10.1 Tampoco resultan  de recibo los reparos del censor frente al testimonio del Patrullero Vega Ramírez, ya que este uniformado manifestó claramente que se encontraba con su compañero Sánchez Ladino en las inmediaciones del parque principal de La Virginia, tomando un café ya que estaban próximos a iniciar el turno que les correspondía y que al escuchar los tres disparos, a unos 20 metros del lugar donde se hallaba, pudo ver la silueta de un hombre que usaba un buzo de capota y que tenía un arma de fuego en su mano, y por ello le pudo señalar a su compañero Sánchez Ladino al presunto responsable ese hecho, quien según los dichos de los dos gendarmes emprendió su huida por una calle contigua a la iglesia hacia donde se dirigieron e iniciaron la persecución del sospechoso. Los dos testigos expusieron las circunstancias en las que aconteció la captura de señor Caicedo Orrego y dieron a conocer los roles que ambos desempeñaron durante ese operativo, lográndose establecer que el patrullero Vega Ramírez fue quien interceptó al acusado con la motocicleta mientras que su compañero Sánchez Ladino quien perseguía al implicado a pie, fue quien lo encañonó y al realizarle el registro respectivo le encontró un revólver que aún estaba caliente por haber sido accionado recientemente, el cual tenía tres cartuchos percutidos y tres vainillas.

6.10.2 En ese sentido la Sala considera que de las declaraciones vertidas por miembros de la Policía Nacional se puede concluir que el único propósito de estos fue dar a conocer la verdad sobre los hechos violentos acontecidos el 14 de mayo de 2012 en el parque principal de La Virginia en los que resultó gravemente herido el señor José Roa Martínez, lográndose evidenciar que la presencia de los gendarmes en ese sitió no obedeció a una casualidad, pues como ya se advirtió, ambos testigos estaban en una cafetería cercana al sitio donde se desarrollaron los hechos antes de iniciar su turno laboral, máxime si se tiene en cuenta que la estación de policía de esa localidad queda situada precisamente en el perímetro de ese parque, lo que lleva a concluir que lo único que los motivó a rendir su declaración era brindar su concurso a la administración de justicia a fin de que se sancionara al culpable de la tentativa de homicidio agravado que se perpetró contra el señor José Roa Martínez, por parte de Cesar Augusto Caicedo Orrego, por lo cual se considera que los tres testigos de cargos dijeron la verdad en lo relativo al señalamiento que le hicieron al procesado como responsable de esa conducta, frente a lo cual cabe agregar que el defensor del acusado en ningún momento impugnó la credibilidad de estos declarantes durante el juicio, con base en la facultad prevista en el artículo 403 del CPP. 

6.10.3 Por ello y con base en el artículo 405 del CPP, al analizar los factores de capacidad de percepción y de memoria frente a la naturaleza del objeto percibido, el estado de sanidad de los sentidos de los citados testigos y su capacidad de rememoración que no fue cuestionada por la defensa por la vía prevista en el artículo 403 ibídem, se concluye que la declaración entregadas por la víctima, complementada con los testimonios de los patrulleros Rusbel Vega Ramírez y Johan Stiven Sánchez Ramírez, frente a las acusaciones que pesan en contra del señor Caicedo Orrego, llevan a la Sala a concluir que le asistió razón a la juez de primer grado, para considerar que en el presente caso era contundente la prueba directa sobre la responsabilidad del procesado, por lo cual se reunían los requisitos del artículo 381 del C de PP, para dictar un sentencia condenatoria en su contra por el delito de homicidio agravado en grado de tentativa, cuya causal de agravación quedó debidamente establecida en el proceso, como se explicó en el apartado 6.7 de esta decisión.

6.11 Por lo tanto se confirmará la decisión de primera instancia, ya que la decisión impugnada resulta conforme con las pruebas allegadas al proceso, que resultan determinantes frente a lo previsto en el artículo 162 de la ley 906 de 2004 el cual establece que uno de los requisitos de la sentencia es la “fundamentación fáctica, probatoria y jurídica con indicación de los motivos de estimación y desestimación de las pruebas válidamente admitidas en el juicio oral” porque esos declarantes fueron considerados como testigos confiables por la juez de primer grado, hasta el punto de que su declaración sobre lo sucedido al momento del atentado contra el señor Roa Martínez y las circunstancias que motivaron la aprehensión del procesado, constituyen el fundamento de la decisión de primer grado en la que se declaró la responsabilidad del señor César Augusto Caicedo Orrego, por el delito de homicidio agravado, bajo el dispositivo extensivo del tipo de tentativa.

6.11 SOBRE LA RESPONSABILIDAD DEL PROCESADO POR LA VIOLACION DEL ARTICULO 365 DEL CP.

Como el señor abogado recurrente expone que: “...se incautaron dos armas de fuego, y que al decir de la prueba obtenida del Ejército acerca de los salvoconductos resultó ser que mi defendido tenía salvoconducto, y que la víctima lo tiene vencido. Y que no existe prueba que indique cuál de las armas fue decomisada al acusado”, es necesario hacer las siguientes precisiones:

6.11.1 Se advierte que las partes realizaron una serie de estipulaciones, y se presentaron evidencias en el juicio que permiten concluir sin dubitación alguna que el señor César Augusto Caicedo Orrego se encuentra incurso en el delito de fabricación, tráfico y porte de armas o municiones (art. 365 C.P).
6.11.2 Se afirma lo anterior porque inicialmente la FGN y la defensa dieron por cierto el hecho de que el acusado no está registrado en el Sistema Nacional de Control y Comercio de Armas y Municiones y Explosivos, y en ese sentido es fácil establecer que no contaba con el permiso que expide la autoridad competente para portar un arma de fuego, situación que quedó acreditada con el oficio 4681 expedido por el Batallón de Artillería Nro. 8 “Batalla de San Mateo”, en el que claramente se establece que el señor César Augusto Caicedo Orrego “NO SE ENCUENTRA REGISTRADOS (sic) EN NUESTRO SISTEMA SIAEM NACIONAL DE CONTROL Y COMERCIO DE ARMAS, MUNCIIONES Y EXPOSIVOS”.

6.11.3 A lo anterior se debe aunar que las partes a través de los EMP estipulados establecieron que al señor Caicedo Orrego el día de los hechos y durante el procedimiento de captura, le había sido incautada un arma tipo revólver, calibre 38L, marca Llama Scorpion con IM 6696S, tal y como obra en el acta de incautación
,  n la que el mismo encartado plasmó su firma y su huella digital, la cual se encuentra registrada en el registro SIEAM a nombre del señor Luis Fernando Hoyos Giraldo, tal y como se refirió en el precitado oficio expedido por el Batallón San Mateo de esta ciudad. 

6.11.4 Igualmente fue objeto del pacto probatorio, el informe de investigador de laboratorio del 15 de mayo de 2012, 
 por medio del cual se estableció que el arma de fuego tipo revólver marca Llama, modelo Scorpio, calibre 38 Largo, con identificación Nro. IM6696S que como ya se advirtió, fue incautada al señor Caicedo Orrego, se encontraba apta para disparar y que los tres cartuchos que se hallaban en su interior eran aptos para ser percutidos, fuera de que ese mismo artefacto tenía aun en su interior tres vainillas percutidas.

6.11.5 En consecuencia, las estipulaciones aludidas permiten inferir más allá de toda duda razonable que el señor César Augusto Caicedo Orrego es responsable del delito de fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones.

6.11.6 Por lo anterior, no resultan de recibo las argumentaciones del recurrente en el sentido de que para la fecha en que acontecieron los sucesos el señor César Augusto Caicedo Orrego contaba con un permiso para portar armas de fuego, pues al respecto se debe tener en cuenta que de conformidad con lo señalado en el pluricitado oficio expedido por el Batallón de Artillería Nro. 8 “Batalla de San Mateo” Seccional Nro. 37 Control comercio de armas, municiones y explosivos obrante a folio 57 de la actuación, el señor Caicedo Orrego era titular el revólver marca Llama, calibre 38L con IM 3065W, artefacto que no concuerda con las especificaciones del arma que le fue incautada al acusado que tenía el número externo IM 66965 e interno 15921, lo que indica que se trataba de un arma para la cual no tenía salvoconducto el acusado para su porte o tenencia, como se desprende de la prueba documental referida, lo que lleva a confirmar el fallo impugnado en ese aspecto puntual.
7. CONSIDERACION FINAL: En atención al principio de limitación de la segunda instancia, la Sala no hará ningún pronunciamiento sobre la pena impuesta al acusado, ya que ese acápite del fallo no fue recurrido por su defensor. 
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE: 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, el 18 de abril de 2013, mediante la cual se condenó al señor César Augusto Caicedo Orrego por los delitos de Homicidio agravado en grado de tentativa y fabricación, tráfico y porte de armas de fuego, en lo que fue objeto de impugnación. 

SEGUNDO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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